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RESOLUCIÓN 
 
En San Juan, Puerto Rico, a  31 de agosto de 2016. 

 El señor Luis Felipe Warren presenta un escrito que titula 

“Reconsideración”, en el que nos solicita que ordenemos a la Junta de 

Libertad Bajo Palabra que le conceda el privilegio solicitado porque ya ha 

pasado el tiempo reglamentario para atender su solicitud, luego de 

celebrada la vista, y no ha emitido su decisión. No ofrece fechas de la 

presentación de la solicitud ni de la vista celebrada, aunque no parece 

haber transcurrido el plazo de seis meses desde que quedó sometido el 

asunto, si esto efectivamente ocurrió. 

 Luego de considerar el escrito presentado, resolvemos que 

procede su desestimación. Veamos por qué. 

I 

A los tribunales apelativos se les exige que observen deferencia 

hacia las agencias administrativas y reserven su jurisdicción revisora 

hasta que estas tomen las determinaciones finales procedentes sobre los 

asuntos que se llevan ante su consideración. No obstante, la Sección 

3.13(g) de la Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme, según 

enmendada, dispone que “[t]odo caso sometido a un procedimiento 
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adjudicativo ante una agencia deberá ser resuelto dentro de un término 

de seis (6) meses, desde su radicación, salvo en circunstancias 

excepcionales”. 3 L.P.R.A. § 2163(g). Aunque ese término es directivo o 

de cumplimiento estricto y no jurisdiccional —toda vez que puede 

extenderse por el consentimiento de las partes o por causa justificada— 

no se justifica la dilación innecesaria de la disposición final de un asunto 

que ha sido delegado expresamente a una agencia. Lab. Inst. Med. Ava. 

v. Lab. C. Borinquen, 149 D.P.R. 121, 138 (1999);  J. Exam. Tec. Méd. v. 

Elías, et al., 144 D.P.R. 483, 495 (1997).  

El propósito legislativo al fijar el plazo máximo de seis meses fue 

asegurar que los procesos administrativos se lleven a cabo de manera 

rápida y eficiente, para evitar que las agencias y sus directores incurran 

en tardanzas o dilaciones injustificadas en la adjudicación de los asuntos 

que tienen ante su consideración. Lab. Inst. Med. Ava. v. Lab. C. 

Borinquen, 149 D.P.R., págs. 135-136. Por tanto, cuando una agencia 

administrativa no cumple oportunamente los deberes ministeriales 

indispensables para cumplir la política pública que están llamadas a 

implantar o no cumple con su obligación de resolver un asunto dentro del 

término indicado en la ley, el único remedio judicial disponible a la parte 

afectada es la presentación de un mandamus ante el foro judicial. J. 

Exam. Tec. Méd. v. Elías, et al., 144 D.P.R., pág. 495; Rivera Sierra v. 

Supte. Anexo 500 Guayama, 179 D.P.R. 98, 151 (2010).  

Ahora bien, como ocurre con todo recurso extraordinario, el 

peticionario debe cumplir estrictamente unos criterios estatutarios antes 

de optar por esa vía procesal para obtener un remedio.  

II 

  El escrito del señor Warren parece ser el modelo de un recurso, 

escrito a manuscrito, con blancos que él no llenó. Ante la falta de 

información precisa que nos permita acreditar nuestra jurisdicción, pero, 

sobre todo, conocer de qué trata su reclamo y si efectivamente tiene 
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derecho a exigir a la Junta que emita su decisión final, no podemos 

ejercer nuestra facultad revisora y mucho menos ordenar a la agencia que 

haga algo cuyo alcance desconocemos. No podemos acoger este 

escueto e incompleto recurso como tal solicitud extraordinaria. Procede la 

desestimación de este recurso por inadecuado. 

II 

 Por los fundamentos expresados, se ordena la desestimación del 

recurso porque no contiene elementos ni criterios que nos permitan 

ejercer nuestra facultad revisora.  

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
                                                        Dimarie Alicea Lozada 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


